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EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás v Valiente. Presidente; don Francisco Rubio Llorente,
don Luis Diez-Picaza y ponce de León. don Antonio Truyol Serra y don
Eugenio Díaz Eimil, Magistrados, ha pronunciado

personalmente a quienes aparezcan como interesados en el proceso, está
matizada en la siguiente forma: «... siempre que ese emplazamiento sea
posible porque dichos interesados sean identificables por los datos que
consten en el escrito de interposición del recurso de la demanda; o del
expediente administrativo». (SSTC 9/1981, de 31 de marzo, y 150/1986,
de 27 de noviembre). es así que en el expediente administrativo no'
consta identificada ni aparece com.o identificable la citada sociedad, ...
luego su emplazamiento por edictos se atuvo a la ley y no resul~,l\:n,
afectado por ningún derecho constitucional susceptible de amparo. ,. ,~\,

b) Pero es que, además, lo razonado en los fundamentos anteriores>:-i~'i"
respecto del recurrente John Derek Harrington, es aplicable a «Meda"":.",."
Park, Sociedad Anónima». La relación. entre los dos recurrentes. PPI'f"í~:

ostentar ambos, respecto al tema debatido en el proceso contenclOsl?~',-"
administrativo, derechos coincidentes. ~n s':l re~olución, hace lógicli,- ~.,

mente persumlble, como aduce el MITIlsteno Fiscal, que entre ellos, e,:
como titular de la licencia uno v como constructora del edificio el otro;·;·;;"o:
hubiera la comunicación y el mutuo conocimiento que de tal relaciÓl1.~··'
deriva. No es comprensible que el titular de la licencia que, al parecer;' ¡i~..
habia concertado la ejecución de la obra con «Medas Park, Sociedad"' . ~.

Anónima», tuviera a ésta al margen de las vicisitudes e incidencias quo¡;:-(~:
ocurrieran respecto a dicha licencia con arreglo a la cual había de actua:r. ;.. ,;,
la constructora. En cualquier caso, de haberse producido tan inexplica-~',\j
ble desconocimiento o incomunicación entre las partes, es un problema-.(' .,
que a ellas corresponde dilucidar y que, ciertamente, no puede traducirse".";':
para I~ constructora en, un ampa~o.~on~titucio~al por inde~ensi~n, ci~·""";·
no sena Imputable al organo JudiCial smo al titular de la hcenCla. ': ~ ;:,..

La desestimación de la dema~da por las razones expuestas, hacél·'>1
innecesario el examen de los otros motivos de oposición a la demandáJ.kalegados por los recurridos. ~.: 4'.~

FALL'o:;';~.~:

En atención a todo lo expuesto" el Tribunal Constitucional POR L1~"""5c.1!>;;i
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE';·LA CONSTITUCION DE LA,,;¡'~";'
NACION ESPANOLA, ,

~'.'f
(~.

Ha deGÍdido: ...
.. '}:

Desestimar el recurso de amparo jnterpuesto por el Procurador de los', .;¡(
Tribunales don Adolfo Morales Price, en nombre y representación ~"i'
don John Derek Harrington y la, sociedad «Medas Park, Socieci' ;.~•.
Anónima», contra la Sentencia dietil4á por la Sala Cuarta del Tribu
Supremo, de fecha 23 de octubre def9"85, levantándose la suspensión
la ejecución de dicha Sentencia. .,,1;-:· '.

Publíquese esta Sentencia en el ¡¿maletín Oficial del Estado», {.,,¡
-{:::~."'"

Dada en Madrid, a veintisiete de mayo de mil novecientos ochenta· "
y ocho.-Gloria Begué Cantón.-Angellatorre Segura.-Fernando García- ... ,-o
MOTI Y González-Regueral.-Carlos de la· Vega Benayas.-JesÚs Leguina
ViIla.-Luis López Guerra.-Firmados y rubricados. .

1. ANTECEDENTES

l. Con fecha 27 de febrero del pasado año, se registró en este
Tribunal lln escrito mediante el cual don Eduardo Morales Price,.,
Procurador de los Tribunales, interpuso un recurso de amparo constitu- :,
cionaL en nombre y representación de doña Monserrat Navarro Trull,
contra la Sentencia dictada con fecha 28 de enero de dicho año por la'\
Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo de la Audíencia Territo~

rial de Barcelona en los Autos 218/85, por la que se desestimó el recupso.
contencioso-administrativo interpuesto por la actora y que versó sobre.
su derecho a la percepción de haberes correspondientes a los meses de'
junio de 1981 a marzo de 1984, ambos incluidos, como funcionaria del
Ayuntamiento de Valldoreix.

Los hechos que se exponen en la demanda de amparo, y que resultan
relevantes para el presente procedimiento, pueden resumirse como
sigue:

a) La actora, funcionaria del Ayuntamiento de Valldoreix desde el
año 1974, pidió su reincorporación al trabajo, tras una baja por
enfermedad, recibiendo escrito de 19 de febrero de 1981, de la citada
Entidad, en el que se «rogaba» a la funcionaria «que no volviera al
trabajo hasta que se recibiera informe médico sobre su estado de salud».
Frente a esta respuesta dedujo doña Monserrat Navarro Trull recurso de
reposición, denunciando la mora el día 26 de octubre de 1981. Con fecha
27 de noviembre del mismo año, el Ayuntamiento desestimó el recurso,
declarando a la interesada en situación de excedencia voluntaria.

b) Contra esta resolución, con fecha 12 de enero de 1982, formuló
la hov demandante recurso contencioso-administrativo ante la Sala
Tercera de la Audiencia Territorial de Barcelona (Autos 25/82), reca­
yendo Sentencia el día 5 de marzo de 1984 en la que se anuló la
resolución del Ayuntamiento de 27 de noviembre de 1981 .Y se declaró

Sala Primera. Recurso de amparo número 263/1987.•
Sentencia número 98/1988, de 31 de mayo.14785

En el recurso de amparo núm. 263/1987, interpuesto por doña
Monserrat Navarro Trull, .representada por el Procurador de los
Tribunales don Eduardo Morales Price, asistido por el Letrado don
Francisco Suelves Cambra, impugnando la Sentencia dictada con fecha
28 de enero de 1987 de la Sala Tercera de 10 Contencioso-Administra­
tivo de la Audiencia Territorial de Barcelona, recaída en los Autos
218/85, sobre denegación presunta, por silencio administrativo, de una
reclamación de haberes de la recurrente, por supuesta vulneración del
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva reconocida en el arto 24
de la Constitución.

En el recurso de amparo ha sido parte la Entidad Menor Ayunta­
miento de Valldoreix, representada por el Procurador de los Tribunales
don Enrique Sorribes Torra, asistido por el Letrado don Tomás Pou
Viver, y el Ministerio Fiscal.

Ha sido Ponente el Magistrado don Luis Díez-Picazo y Ponce de
León, quien expresa el parecer de la Sala.

pudo y debió, de haber procedido con la mínima diligencia exigible,
personarse en el proceso para seguir las posibles actuaciones ulteriores
que, relacionadas con la apelación de que era susceptible, estaban
advertidas en la Sentencia cuya copia tuvo en su poder desde la fecha
indicada. Es cierto que en la diligencia de notificación realizada por el
Juzgado de paz de Torroella de Montgri. no se hizo constar formalmente
que quedaba emplazado para comparecer ante la Audiencia en término
de nueve días, pero también lo es que así constaba en la copia de la
Sentencia que se le entregó, tanto en su parte dispositiva como en el
último considerando de la misma. La formalidad omitida por el Juzgado
de Paz de no hacer referencia expresa en la diligencia de notificación de
la palabra emplazamiento y del término para comparecer, no le ocasionó
la indefensión alegada, pues tuvo pleno conocimiento desde el 9 de
enero de 1984, de las vicisitudes que, aun habiendo obtenido Sentencia
favorable en la instancia, podían producirse todavía en el procedimiento
por no ser firme la Sentencia que se le notificaba y hacer referencia la
misma al posible recurso de apelación, cuyo trámite quedaba en
suspenso hasta la notificación de la Sentencia al titular de la licencia de
obras cuestionada.

Tampoco es atendible lo alegado por el mismo recurrente sobre su
indefensión en la apelación, porque según él ya se había producido ésta
cuando se le notificó la Sentencia de instancia v no se le notificó esta
circunstancia, ya que lo cierto es, y así consta én los autos (folios 116
y 117) que cuando se libró la carta-orden para notificarle la Sentencia
(23 de diciembre de 1983), no se había interpuesto el citado recurso.
Interpuesta la alzada el 29 de diciembre de 1983 y ordenado el
emplazamiento de las partes por providencia de 13 de febrero de 1984,
ya tenía conocimiento de la Sentencia y. por tanto, de su posible
personación en el procedimiento para ser parte en el mismo. No lo hizo
por la conducta de pasividad que adoptó y a ello se debe que el
«emplazamiento a las partes» que había sido ordenado no alcanzara a
quien no tenía dicha condición porque. pudiendo hacerlo, no se había
personado.

Las violaciones de los derechos fundamentales denunciables en el
recurso de amparo contra resoluciones judiciales, han de ser imputables
«de modo inmediato y directo a una acción u omisión del órgano
judiciab>, por disponerlo así el arto 44.1 b) de la LOTe. Si la infracción
se produce, como ocurre en este caso, por la pasividad del propio
interesado, no cabe imputar al órgano judicial 10 que es consecuencia de
la propia conducta del recurrente.

4. La desestimación del amparo es aplicable a la sociedad «Medas
Park, Sociedad Anónima», recurrente también bajo la misma represen­
tación y defensa, por las siguientes razones:

a) No resulta en parte alguna del expediente administrativo. ni en
los autos tramitados ante la Audiencia de Barcelona, ni -naturalmente­
en el rollo de Sala para sustanciar la apelación, que dicha sociedad fuera
la propietaria de los terrenos sobre los que se construyó el edificio
-extremo que no aparece acreditado-, ni siquiera que fuera ella la
constructora del edificio. La doctrina de este Tribunal anteriormente
expuesta, sobre el arto 64 de la LJCA y la necesidad de emplazar
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el derecho de la recurrente a obtener el reingreso al servicIO activo en
su puesto de trabajo.

c) Incorporada de nuevo a su función, la demandante solicitó, con
fecha I de abril de 1984, que, puesto que había sido privada ilegítima­
mente de su derecho a trabajar y de sus correspondientes haberes desde
el mes de junio de 1981 hasta marzo de 1984, se le abonaran los mismos,
por un importe total de 2.397.705 pesetas. Denunciada la mora ante la
falta de respuesta expresa a esta petición, y transcurrido el plazo legal,
la recurrente formuló recurso contencioso-administrativo, con fecha 13
de septiembre de 1985, contra la denegación presunta de la petición
anterior. El recurso se tuvo por interpuesto por la Sala mediante
providencia del 16 de septiembre de 1985.

d) Ya interpuesto el anterior recurso, y con fecha 11 de marzo de
1986, dictó el Ayuntamiento de Valldoreix resolución sobre las peticio­
nes formuladas por la recurrente, reconociendo a la misma el derecho
al percibo de las cantidades que se estimaron adeudadas en su favor, por
un importe total de 682.092 pesetas. Frente a esta resolución interpuso
la actora recurso de reposición, alegando la extemporaneidad del acto
dictado, la litis pendencia ante el Tribunal de lo Contencioso y su
desacuerdo sobre lo resuelto por el Ayuntamiento. Este recurso de
reposición se resolvió por la Corporación municipal, «cuando el
expediente estaba en poder del Tribunal y la Corporación demandada
había formalizado ya alegaciones previas».

e) Formalizada la demanda en el recurso contencioso-administra­
tivo, se presentó escrito de contestación por el Ayuntamiento de
Valldoreix en el que se pedía -según cita que en la demanda se hace­
que, «habiendo dictado resolución administrativa expresa a la petición
(oo.), procedía dictar Auto que declarara inadmisible el recurso (oo,)>>,
Mediante Auto de 30 de junio de 1986. resolvió la Sala no haber lugar
a acmitir dicha alegación previa de inadmisibilidad, toda vez que la
posterior resolución expresa del Ayuntamiento. de conformidad con la
jurisprudencia que se citó, no podía producir los efectos pretendidos por
la Administración demandada, tanto más cuanto que en dicha resolu­
ción sólo se reconoció una parte de la petición deducida por la actora,
quien, por lo demás, manifestó en la demanda su oposición a la citada
resolución tardía, contra la que también dedujo recurso de reposición.
Se observa en la demanda que «este Auto fue consentido por ambas
partes, ganando firmeza, es decir. resolviendo interlocutoriamente la
cuestión planteada, que no ha vuelto a ser discutida. ni podía serlo, en
el curso del proceso. lo que, a nuestro criterio, vedaba a la Sala otro
pronunciamiento sobre este punto (oo.)>>.

1) Con fecha 28 de enero de 1987 se dictó Sentencia mediante la
cual la Sala juzgadora desestimó el recurso interpuesto, mediante un
razonamiento en el que -según cita que se hace en la demanda- se
observó que «al haberse satisfecho en parte por una resolución expresa
de la Administración demandada de 28 de febrero de 1986. que consta
en el expediente, por la que se le reconoce el derecho a percibir la
cantidad dt 672.092 pesetas, que no ha sido recurrida deliberadamente
por su defensa en virtud de la institución de la ampliación del recurso
prevista en el arto 46 de la Ley jurisdiccional, aunque era conocida antes
de formalizarse la demanda, por lo que el presente proceso ha quedado
sin objeto al deber considerar firme por consentido el citado acto
expreso, por lo que cabe desestimar en definitiva el presente recurso».

2. Como fundamentación en Derecho se aduce en la demanda de
amparo que lo así resuelto por la Sala contradijo lo por ella dispuesto
en el Auto antes citado de 30 de junio de 1986. observándose también
que la resolución del Ayuntamiento se produjo cuando ya la recurrente
había formulado su demanda en el proceso contencioso. Por lo demás,
en la Sentencia ahora impugnada se había hecho una observación (<<sin
que se aporte en el presente recurso la primera petición solicitando que
se le abonen los sueldos o haberes correspondientes al período transcu­
rrido entre junio de 1980 y I de abril de 1984...»). respecto de la cual
observa la demandante que la fecha así señalada (junio de 1980) no
habría sido citada nunca por ella en su recurso. en el que pidió se le
reconocieran los haberes no pagados desde junio de 1981 hasta el 31 de
marzo de 1984.

En todo caso, la Sentencia impugnada habría conculcado el principio
de seguridad jurídica (art. 9.3 de la Constitución) y habría deparado.
también, denegación dela debida tutela judicial efectiva, pues no habría
sido tutelada «en su derecho a percibir unos sueldos como funcionaria».

Por todo ello, se pide a este Tribunal que dicte Sentencia declarando
la nulidad de la Sentencia impugnada y restableciendo «a la recurrente
en su derecho a percibir los sueldos o haberes que la Sentencia recurrida
le niega».

3. La Sección Primera de este Tribunal, con fecha 1 de abril de
1987 acordó admitir a trámite la demanda de amparo constitucional de
doña' Monserrat Navarro Trull y, en virtud de ello y de lo dispuesto en
el arto 51 de la Ley Orgánica de este Tribunal, dirigir comunicación al
Ayuntamiento de Valldoreix a fin de que remit,iera certificación o
fotocopia adverada de las actuacIOnes correspondIentes al expedIente
seguido, y a la Sala de lo Contencioso-Administr~tivo de la Audi~ncia
Territorial de Barcelona, a fin de que se remItiera certlficaclOn o
fotocopia de las actuaciones correspondientes al recurso contencioso­
administrativo núm. 218/85, emplazando a quienes hubieran sido parte
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en dicho recurso, a fin de que dentro del término legal pudieran
comparecer ante este Tribunal.

Dentro del plazo antes mencionado, compareció en nombre de la
Entidad Menor Valldoreix el Procurador de los Tribunales don Enrique
Sorribes Torra. asistido por el Letrado don Tomás Pou Viver, a quien
se tuvo por parte en el recurso.

4. Por providencia de la Sección Primera de este Tribunal del día
20 de mayo del pasado año, se acordó, una vez recibidas las actuaciones
remitidas por el Ayuntamiento de Valldoreix y por la Audiencia
Territorial de Barcelona, dar vista de las mismas a la parte recurrente
al Ministerio Fiscal y a la parte demandada. por plazo común de veint~
días, a fin de que pudieran presentar las alegaciones que estimaran
pertinentes. según determina el arto 52 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional.

Dentro del plazo mencionado ha presentado escrito de alegaciones la
representación de la señora solicitante de este amparo, quien, tras
reiterar las afirmaciones y pretensiones formuladas en su escrito de
demanda, señala que con los razonamientos que sirvieron de anteceden­
tes al fallo judicial que recurre en amparo se vulnera el principio de
seguridad jurídica que tutela el arto 9.3 de la Constitución, señalando que
además se vulnera el arto 24.1, ya que, según su criterio, la indefensión
de que habla el citado precepto constitucional se produce no sólo
privando al litigante de los medios de alegar y probar su derecho y de
interponer los recursos legales, sino también cuando la resolución
pronunciada en un proceso no es respetada por el propio Tribunal que
la dictó. Tal indefensión, en el caso que se examina, se produjo al confiar
la solicitante del amparo en el Auto de 30 de junio de 1986, pues, tras
decir dicho Auto que la resolución administrativa de 28 de febrero de
dicho año carecía de efectos, recibió la sorpresa de ver que el propio
Tribunal daba valor y eficacia a esta resolución -que había sido
recurrida por ella- diciendo que había sido consentida.

La recurrente en amparo no ha sido tutelada. ni mucho menos en
forma efectiva. en su derecho a percibir unos sueldos como funcionaria
cuando lo pidió al Tribunal que dictó la Sentencia objeto de la petición
de amparo, Sentencia que no es susceptible de recurso de amparo
jurisdiccional.

Ha presentado escrito de alegaciones asimismo la representación de
la Entidad Menor de Valldoreix, quien, en su escrito, solicitó que se
delarase inadmisible este recurso de amparo y, subsidiariamente, que se
desestimen íntegramente las pretensiones procesales de la señora Nava­
rro. Señala el escrito de alegaciones de la Entidad Menor de Valldeoreix
que la recurrente no indica en qué consiste la supuesta infracción o
violación del arto 24.1 de la Constitución, siendo tal manifestación una
petición de principio, ya que no prueba lo que debería probar. Deben
ciertamente los ciudadanos ser amparados en sus derechos e intereses,
sin que pueda producirse indefensión, pero, en el presente caso, esta
indefensión no es alegada, ni se dice en qué hechos se funda, ya que sólo
se alega que la situación creada por la Sentencia de autos le produce una
situación de indefensión, que no prueba. Por ello, la recurrente no funda
su recurso de amparo en los arts. 14 a 29 de la Constitución, únicos que,
conforme a la Ley de este Tribunal. permiten el recurso de amparo.

En realidad. la recurrente confunde el recurso de amparo constitucio­
nal con una apelación más contra una decisión judicial, 10 cual es
inadmisible jurídicamente en nueslro Derecho positivo. Existe así una
gravísima desviación procesal en el recurso, que exige su desestimación
de plano. Este Tribunal ha declarado que el recurso de amparo es
subsidiario y que no es una nueva instancia, en su Sentencia de 18 de
octubre de 1987, y que no se puede pretender una revisión de la
Sentencia desde apreciaciones del ámbito jurisdiccional ordinario, según
dice la Sentencia de 17 de septiembre de 1984. reiterando en diferentes
Sentencias que el recurso de amparo constitucional no es una tercera
instancia.

La Sentencia de la Audiencia Territorial de Barcelona es totalmente
conforme a Derecho y no puede jurídicamente ser anulada en vía de
recurso de amparo, ya que la situación de autos se produjo p<?r e!
abandono expreso de sus derechos por la señora Navarro, que consmtlo
y no recurrió ante el Tribunal contencioso-administrativo el acuerdo de
la Entidad Local Menor de 28 de febrero de 1986, que le reconoció parte
de lo que había solicitado, a pesar de que tal Acuerdo se le notificó
debidamente e interpuso contra el mismo un recurso de reposición que
fue desestimado por acuerdo de la Junta Vecinal de la Entidad Local
Menor de Valldoreix de 16 de mayo de 1986.

Era clara la obligación jurídica de la Entidad Local Menor de
Valldoreix de resolver la petición de la señora Navarro. Esta obligación
es independiente del derecho que, tras el silencio administrativo, tenga
el administrado para impugnar ante los Tribunales la desestimación
presunta por silencio. Tal derecho no significa eliminar la obligación de
la Administración de dictar resolución expresa, como establece el arto 94
de la Ley de Procedimiento Administrativo y reconoce la Exposición de
Motivos de la Ley de la Jurisdicción.

Por consiguiente, es disconforme a Derecho la alegación que se hace
en el hecho segundo del escrito de demanda en el sentido de que la
Entidad Local Menor de Valldoreix «había perdido su jurisdicción para
resolver la petición», dado que la obligación de la Administración de
contestar permanece, aunque el administrado, a través del silencIO
administrativo. ejercite el derecho a considerar denegada la petición e
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interponga el recurso contencioso-administrativo. Dictada la resolución
expresa, la recurrente tenía que interponer un nuevo recurso conten­
cioso-administrativo, o ampliar el primitivo recurso, dado que la
jurisprudencia del Tribunal Supremo es concorde en el sentido de que
la ampliación en necesaria cuando el Acuerdo dictado expresamente
modifique expresamente el deducido del silencio administrativo.

Por su parte, el Ministerio Fiscal, en su escrito de alegaciones, ha
, solicitado la estimación del amparo.
~ Dice el Fiscal, en su mentado escrito, que corresponde resolver aquí

.j
~.'", si la Sentencia recurrida, al no resolver e! fondo de lo planteado por

estimar que el proceso ha quedado sin objeto, ha dejado de prestar la
iutela judicial efectiva que consagra como derecho fundamental el arto

, 24.1 de la Constitución. En una primera aproximación, hay que
subrayar, como hace la demanda de amparo, la contradicción de la
Audiencia que en el Auto de 30 de junio de 1986, resolviendo el

I incidente de inadmisibilidad suscitado por el Ayuntamiento demandado
, como alegación previa, declara que la posterior resolución expresa de
" éste «no produce efecto alguno» y que «no cabe echar en olvido que la

recurrente en su demanda (hechos 5. 0 y 7. 0
) expresa su oposición a la

resolución de 28 de febrero», mientras que, al fallar el fondo, implícita­
mente se viene atrás de su anterior decisión de desestimación de la causa
de inadmisibilidad alegada y declara entonces que esa resolución expresa
produce efectos, justamente el de impedir examinar el fondo conside­
rado que fue consentida por no ejecutar la ampliación del recurso en los
términos que permite el arto 46 de la Ley reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

La dimensión constitucional del asunto, sin embargo, no hay que
hallarla en esa contradicción que no parece que tenga entidad para
constituir una infracción del arto 24.1, pues, razonando su decisión, los
Tribunales pueden en cualquier momento, dentro de un mismo proceso,
variar su sentido. La cuestión reside en si el fallo recurrido, al declarar
sin objeto el proceso y desestimar el recurso, ha dejado impronunciado
e! fondo del asunto y de prestar la tutela judicial exigida en la
Constitución.

Ha declarado repetidamente el Tribunal que el contenido del derecho
aquí comprometido, expuesto en esquema, alcanza al acceso al proceso,
a que éste se desenvuelva con las debidas garantías y a que el juzgador
dicte una resolución fundada, resolución que de ordinario será de fondo,
esto es, resolviendo la cuestión traída ante él, pero que, de existir una
causa obstativa de entrar en el mismo, puede dar lugar a un fallo de
inadmisión, lo que es jurídicamente correcto siempre que esa causa
impeditiva esté prevista de modo expreso y sea interpretada en el
sentido que favorezca el ejercicio del derecho fundamental.

No es que en rigor estemos aquí ante una causa de inadmisibilidad
(el fallo ha sido desestimatorio), pero en la medida que la Sala no entró
a examinar el fondo -e! derecho de la peticionaria a recibir la cantidad
que reclamaba- la situación es sustancialmente análoga a la apreciación
de una causa obstativa.

Será preciso recordar, llegados a este punto -dice el Fiscal- que no
corresponde a este Tribunal examinar los juicios de legalidad reconside­
rando la interpretación de las normas legales efectuada por los órganos
del poder judicial, que es cometido propio de éstos conforme a los arts.
1l7.3 y 123.1 de la Constitución. «Unicamente en el caso de que la
aplicación de la legalidad revistiese sólo de apareciencia lo que no es en
realidad una satisfacción del derecho a la tutela judicial efectiva, por
carecer manifiestamente de todo fundamento razonable, podríamos
examinar dicha interpretación de la legalidad ordinaria por considerar
que se ha violado la garantía constitucional prevista en el arto 24 de la
Constitución» ha dicho el reciente Auto de esta misma Sala de 13 de
mayo (recurso de amparo 147/1987). siempre, como se subraya en el
mismo, distinguiendo cuidadosamente entre el juicio sobre la arbitrarie­
dad y falta de fundamento jurídico de la resolución judicial.y las
discrepancias que puedan tenerse con la forma que el Juez ordmano
interpreta y aplica las leyes.

En el presente caso, la recurrente reclamó judicialmente el abono de
unos sueldos que le había negado por silencio el Ayuntamiento en que
prestaba sus servicios. Posteriormente, transcurridos casi dos años desde
que reclamara a la Administración y más de cinco meses desde que
formulara impugnación judicial, el Ayuntamiento resuelve «desestimar
la solicitud formulada», según los términos expresos de la correspon­
diente resolución, reconociendo sin embargo una cantidad sensible­
mente inferior a la pretendida. Formalmente, la actora no amplía su
recurso a este posterior acuerdo, es decir, no emplea el término
«ampliación del recurso», pero lo cierto es que, primero, de forma
inmediata, pone en conocimiento del órgano judicial esa decisión, al
tiempo que la impugna en reposición, y después, al formalizar la
demanda, lo que no había hecho antes por no enviar el Ayuntamiento
el expediente pese a habérsele reiterado, vuelve a referirse a esa
resolución expresa a la que niega todo efecto. Entretanto la Sala,
resolviendo el incidente de inadmisibilidad planteado por la parte
demandada, apoya el criterio de! actor de la falta de efectos de esa
posterior resolución.

Ante tales presupuestos, declarar en Sentencia que la reclamación ha
quedado sin objeto por no ampliarse el recurso a dicha resolución, con
lo que hay que tenerla por consentida. es, además de contradictorio con

lo que antes dijo la Sala, hacer una interpretación no razonable ni de las
normas aplicables ni de lo acontecido en los propios autos. En efecto, el
arto 46 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra­
tiva establece que el demandante podrá solicitar la ampliación del
recurso si antes de formalizarse la demanda se dictare algún acto o
disposición que guardare relación con el objeto del recurso; no impone
la exigencia de la ampliación ni, de su falta, puede colegirse que se
consienta lo resuelto, mas como en este caso, cuando, de una parte, el
acuerdo dice desestimar la solicitud, aunque haga un reconocimiento
parcial, y, de otra, el recurrente bien a las claras manifiesta su
disconformidad con dicho acuerdo que traslada a la Sala y al que niega
todo efecto, en lo que, en un principio, está conforme aquélla que así lo
declara en una resolución fundada.

Desestimar después la pretensión, sin analizarla, con el argumento de
que ha quedado sin objeto por una resolución administrativa que no la
satisface, es resolver con fundamentación no razonable y, por lo tanto,
con quebranto del derecho de la tutela judicial efectiva que declara el arto
24.1 de la Constitución. La Sentencia, en su argumentación, parece
exigir la formalidad de la ampliación en una interpretación rigorista y
desconocedora de la finalidad perseguida por el arto 46 de la Ley
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. El entendi­
miento válido de este precepto, y único que en este caso respeta la tutela
que han de prestar los Tribunales, supone que no se sustraiga al juzgador
un elemento de conocimiento decisivo, lo que aquí no ocurrió, y que el
nuevo acto. no altere los términos de la reclamación que obligue a su
replanteamIento, cosa que tampoco sucedió.' Si, por añadidura, tanto e!
actor como la propia Sala inicialmente consideran irrelevante a los
efectos de la impugnación ese nuevo acto, no puede tenerse por fenecido
e! objeto del recurso sin incurrir en quebranto del derecho fundamental
alegado. Le asiste la razón a la recurrente cuando reclama una decisión
sobre el fondo que ha quedado imprejuzgadosin razón atendible en el
fallo recurrido. Ello obliga a la estimación de la demanda, aunque JJ3"
exactamente en los términos interesados en el suplico, pues er;te
Tribunal, no puede, en razón a los términos en que viene planteado e!;te
recurso, pronunciarse sobre el derecho de la reclamante a percibir).os
sueldos o haberes que demanda (tal derecho nunca podría situarse el~ el
arto 24.1), sino declarar que la Sala de lo Contencioso-Administrativo~
la Audiencia de Barcelona debe resolver sobre la reclamación formulada ..........
sin que pueda declarar el recurso sin objeto por entender consentido el
ulterior acto expreso del Ayuntamiento demandado.

5. Por providencia de I de febrero del corriente año se señaló para
deliberación y votación del presente recurso el día 23 de mayo siguiente.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Antes de examinar e! fondo del presente asunto es preciso
pronunciarse sobre la pretensión de inadmisión del recurso de amparo
que la Entidad Menor de Valldoreix, comparecida en este amparo
constitucional, como parte demandada, articula, frente a la pretensión
de la parte recurrente. La petición de inadmisión es correcta formal­
mente, por cuanto que esta parte ha comparecido después del posible
trámite de inadmisión y no ha tenido ocasión de efectuar al respecto
ningún tipo de alegación. Sin embargo, la pretensión de inadmisión no
puede acogerse. En cuanto fundado en el derecho que reconoce el arto 24
de la Constitución y con una expresa alegación de indefensión, este
Tribunal reconoció en su momento al recurso de amparo un posible
contenido constitucional y, esta misma apreciación debe ser ahora
mantenida ya que, en rigor, las alegaciones que la parte demandada
hacen al respecto, no conciernen directamente a los requisitos procesales
de admisión del recurso, sino que versan directamente sobre el fondo del
mismo.

2. La parte actora considera vulnerado su derecho a una tutela
judicial efectiva (art. 24.1 de la Constitución) y liga esta supuesta lesión
al hipotético quebrantamiento, en su caso, del principio constitucional
de seguridad jurídica del arto 9.3 de la Constitución. El recurso debe
ceñirse a la primera de las invocaciones realizadas, esto es, la del derecho
enunciado en el arto 24.1 de la Constitución, ya que el principio
constitucional de seguridad juridica del arto 9.3 no ha sido erigido por
la Constitución en derecho fundamental de los ciudadanos, ni se ha
otorgado respecto de él la excepcional vía del amparo constitucional,
que, de acuerdo con los claros dictados del arto 53 de la Constitución,
se limita a los derechos establecidos en los arts. 14 a 29 y en el párrafo
2.0 de! arto 30.

3. En la demanda de amparo y en e! posterior escrito de alegaciones
considera también la recurrente en amparo que no ha sido tutelada, ni
mucho menos en forma efectiva, en su derecho a percibir unos sueldos
como funcionaria, lo que en la petición que cierra la demanda, se
concreta en que este Tribunal dicte Sentencia que declare la nulidad de
la impugnada y «se restablezca a la recurrente en su derecho a percibir
los sueldos o haberes que la Sentencia recurrida le niega» (p. 6 v. de la
demanda). Es patente que una decisión de este género queda extramuros
de la jurisdicción de este Tribunal y le es aplicable lo dispuesto en el arto
4.0 de su Ley Orgánica, pues a este Tribunal concierne determinar si han
sido o no vulnerados los derechos fundamentales de los ciudadanos,
pero no puede ni debe decidir sobre los restantes derechos subjetivos de
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naturaleza civil o administrativa que los ciudadanos hayan vertido en
los procesos seguidos ante los Tribunales de justicia.

4. Tampoco puede acogerse, en este asunto, una autónoma preten­
""'. .'sión de indefensión, que tenga cobertura en el derecho fundamental
"":to'), "establecido en el arto 24 de la Constitución. La recurrente de este amparo
:ir"dice que la indefensión se produce no sólo cuan~o se priva al litigante
,..:,,'1:*~e los medios de alegar o le priva de su derecho a mterponer sus recursos

, 4ega)es, sino también cuando una decisión del Tribunal permita al
''Justiciable confiar en la estabilidad o inmodificabilidad de la situación

~)'l.':'; procesal creada, lo que, según su tesis, no se habria producido en el
,~ presente caso. Sin embargo .la alegación 9ue al respecto. se ~ace aun
JI;?! cuando abstractamente pudIera ser aCOgIda, es contradlctorta en el
~ ~:;üpuesto que contemplamos. Según la parte recurrente, lo que ocurrió es
~.~..... )¡ue lo decidido en el Auto de 30 de junio de 1986 no fue respetado en

..,V·'~a Sentencia de 28 de enero de 1987. Sin embargo tal eventual
'" .:..:t\itontradicción, que p~rá t~ner rell?~anci~ constituci.onal en. otro plano
;t.F')':7no engendra una genuma mdefenslOn. SI lo que qUIere deCIrse, es que
~ :,re 10 decidido en el Auto de 30 de junio de 1986 produjo en la litigante la

~
.. -+confianza en la innecesariedad de una expresa ampliación de su recurso

;., }~tencioso-administrativoa la resolución expresa dictada por la
¡S. 'ir ". ministración, la pretensión, en cuanto dirigida a poner de manifiesto.¡;¡,. ~1illa indefe!1.sión no resultó acogible,porque por lfn lado la parte afirma
W":l. ¡ cee recumo expresamente y por ótrolado agoto sus alegaCIOnes en el
~~"~.'to que presentó el2 de abril de 1986 y al formalizar la demanda en
.> L ~ escrito de 25 de abril de dicho año.
.~. . .;: 5. La conclusión a que se ha llegado en el apartado anterior obliga

1Ir'... 'a a.itu.ar el obj.eto del presente recurso de af!Jpa~? en el derechC? a la tutela
:. .~di~lal efectl~a del arto ~4.1 de la c:.0nStItuclOn. En definItIva, lo que
...~, rifotIva la queja constItucIOnal de dona Montserrat Navarro Trull es la
-:. ;'7":Fartuación de la Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo de la
.~.. ·zt;l~udiencia Territorial de Barcelona, consistente en desestimar su
' .... t'j'ecurso, por apreciar una sobrevenida carencia de objeto del mismo, en
~ .~ la Sentencia de 28 de enero de 1987, no obstante haber rechazado
,."";;' previamente el mismo órgano judicial, en el Auto de 30 de junio de
~.\_ 1986, la petición inicial de la Administración demandada. basada en la

:"',' adopción de un acto expreso tras la interposición del recurso. Compren­
,...~~: dida en estos términos, la demanda de amparo constitucional encierra,

'#ente a la Sentencia impugnada, un reproche por denegación de la
. .:~bida tutela, producida al no haber resuelto sobre el fondo de la

.;bretensión mantenido por la recurrente, en virtud de un obstáculo -la
" ,'sobrevenida desaparición del objeto- examinada ya y desestimada en
>~ una ~solu~ón anterior del mismo. ól'll;3,no judicial. Este pla~lteami~nto

I;
,r. reqUIere, sm embargo, alguna matIzaClOn, para poder aprecIar deblda-
~._.:.. ' .... '.mente la posible relevancia constitucional. Ante todo, hay que decir que
, .•. la resolución adoptada en la Sentencia que se impugna, no es, conside-
- . rada en sí misma, objetable desde la perspectiva del derecho fundamen­

_,;.. tal de referencia. Aunque la llamada «acumulación por inserción», en el
.; .~,recurso ,:ontencioso-administrativo, mediante la ampliación de la
-..,.,r. .' demanda formulada contra la denegación presunta por silencio a los
~...... actos administrativos expresos dictados posteriormente, a que se refiere
~, . el arto 46 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso­
~ . Administrativa, tiene en dicho precepto legal, de modo general, un
~' carácter simplemente facultativo para la parte («el demandante podrá
~~,&.1~ solicitar la ampliación del recurso...»), la jurisprudencia del Tribunal
~..; ," Supremo ha considerado que es carga del recurrente llevar a cabo la
-. ~. ampliación y ha considerado a ésta necesaria cuando el acuerdo dictado
:,.~ ";,¡ expresamente 1?odifique el pres!1mido por silencio, ya que, como se dijo
":" r..... en las SentencIas de 25 de nOVIembre de 1970, 12 de mayo de 1972 y'-ti? 6 de octubre de 1973, entre otras muchas, si así no fuera, los actos
:':f ~-:t expresos Ilegarian a ser firmes y consentidos y quedarían sustraídos a la
¡«""jr-1úrisdicción, sin que, por consiguiente, la Sentencia que se dicta con/i.......respecto a los actos inicialmente combatidos pudieran alcanzarse en sus
ptt·consecuencias. No nos compete a nosotros enjuiciar esta doctrina
-' ' Jurisprudencial, a la que, desde el punto de vista constitucional. no se

tIa formulado objeción alguna.
_ ., En el caso presente la Sentencia aplica dicha doctrina, pues tras la
'....:-..,...:tknegación presunta por la Administración de la pretensión de la actora
'-1{t y tras la interposición frente a ella del recurso contencioso-administra­
/'

tivo recavó resolución expresa de la Administración. en la que se estimó
par¿ialménte la solicitud de la recurrente, resolución que, si bien fUe
combatida por la actual demandante, buscando su reposición en vía
administrativa, no se atacó, como debiera haberse hecho, en el cauce
jurisdiccional, mediante una expresa ampliación de la demanda.

No obstante la corrección externa de la Senlencia en sí misma
considerada, hay datos en el caso actual que obligan a concluir que no
se ha preservado debidamente el derecho de la señora Navarro Trull a
una tutela judicial efectiva, entendido como derecho que primeramente
tiene por objeto obtener una Sentencia de fondo sobre las pretensiones
deducidas en el proceso y que, sólo por excepción puede consistir en una
decisión de inadmisión, en virtud de un obstáculo procesal, cuando éste
se encuentre fundado en una causa legal, y ésta sea interpretada de modo
razonable y proporcionado. En el presente caso, es manifiesto que no se
ha producido la Sentencia de fondo y que la decisión, aunque recogida
en Sentencia, es una decisión de inadmisión que contiene lo que en
términos generales puede llamarse un obstáculo al examen de fondo. La
decisión se funda en la falta sobrevenida del objeto del proceso por
satisfacción extraprocesal de la pretensión y en el consentimiento tácito
prestado a la resolución expresa de la Administración, por falta de
ampliación de la demanda. Sin embargo, ninguna de tales razones son
suficientes, de acuerdo con una interpretación de los preceptos legales
acorde con los postulados de la tutela judicial efectiva para llevar a la
conclusión a que la Audiencia de Barcelona llega, pues lo cierto es, por
un lado, que doña Montserrat Navarro Trull, en virtud del acto
administrativo expreso, sólo recibió una satisfacción parcial a sus
pretensiones y por otro lado no puede hablarse de un consentimiento
prestado a la resolución expresa dictada por la Administración, pues,
como señaló la propia Sala en el Auto de 30 de junio de 1986, en los
hechos 5.° y 7.° de la demanda contencioso-administrativa, la recurrente
manifestó su oposición a la resolución de 28 de febrero, de manera que
el único defecto que en su actitud procesal puede encontrarse es no tanto
el de no haber combatido la resolución expresa de la Administración,
porque esto lo hizo en la demanda (hechos 5.° y 7.°), cuanto no haber
manifestado de manera formal que producía una ampliación de la
demanda, que sin embargo, se encontraba implícita en su escrito y en
sus pretensiones. Resulta claro por ello que la Sentencia, al adoptar su
criterio sobre un entendimiento rígido y formalista de la demanda, en
contradicción con los propios razonamientos anteriores vertidos en el
Auto de 30 de junio de 1986, erigió un obstáculo al examen y a la
decisión sobre el fondo del asunto, que resulta desproporcionado, falta
de razonabilidad y sificiente para considerar violado el derecho de doña
Montserrat Navarro Trull a una tutela judicial efectiva.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA
NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

1.0 Otorgar el amparo solicitado por doña Montserrat Navarro
Trull.

2.° Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva, mediante una
decisión sobre el fondo de las pretensiones deducidas en el recurso
contencioso-administrativo seguido contra las resoluciones del Ayunta­
miento de Valldoreix.

3.° Anular la Sentencia de la Sala Tercera de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona de 28 de enero
de 1987, retrotrayendo las actuaciones al momento inmediatamente
anterior.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a treinta y uno de mayo de mil novecientos ochen~a

y ocho.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Lloren~e.-L~ls
Diez-Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol Serra.-EugenIo Dlaz
EímiL-Firmados y rubricados.

En la página 3, primera columna, párrafo 3, línea 15, donde dice:
4<1'15., incentivo», debe decir: «pts., como incentivo».

Advertido error en el texto de la Sentencia número 75/1988, de 25
de abril de 1988, del Tribunal Constitucional, publicada en el suple­
mento al «Boletín Oficial del Estado» número 125, de 25 de mayo de
1988, se transcribe a continuación la oportuna corrección:

<-14786 CORRECCION de errores en el texto de la Sentencia
número 75/1988. de 25 de abril, del Tribunal Constitucio­
nal. publicada en el suplemento al «Boletín Ojicial del
Estado» número 125. de 25 de mayo de 1988.

14787 CORRECCION de errores en el texto de la Sentencia
número 76/1988, de 26 de abril. del Tribunal Const!tucio­
nal. publicada en el suplemento al «Boletín Ojic¡al del
Estado» número 125. de 25 de mayo de 1988.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia número 76/1988, de 126
de abril de 1988, del Tribunal Constitucional, publicada en el sup e­
mento al «Boletín Oficial del Estado» número 125, de 25 de mayo de
1988, se transcriben a continuación las oportunas correcciones:

En la página 9, segunda columna, párrafo último, lín~a .29, donde
dice: «Territorios tendrían», debe decir: «Territorios Hlstoncos ten­
dríaro). . )

. En la página 11, segunda columna, párrafo 5, línea 3, donde dIce: (<3

y e)>>, debe decir: (<3) a e)>>.


